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Señoras y Señores

Muy buenas tardes.


Gracias, antes que nada, a la Real Academia de la Historia por invitarme a

participar en este ciclo de conferencias conmemorativas de los "Veinticinco

años de reinado de S.M. D. Juan Carlos I".


No quiero ocultarles que su invitación, cursada por primera vez en julio del

año pasado, me causó, en un primer momento, notable sorpresa. No pensaba yo,

retirado voluntariamente de la actividad política, que mi opinión, necesariamente

política, pudiera resultar relevante en este foro y en este ciclo de conferencias.


Por otra parte, la complicada situación por la que atraviesa mi país no era

-debo confesarlo- el aliciente más motivador para aceptar la invitación. A la

sorpresa se añadió, por tanto, una sensación de cierta incomodidad, al verme

solicitado a irrumpir, desde la distancia de mi voluntario retiro político,

en el curso de unos acontecimientos a los que les falta precisamente lo que

a mí, tal vez,  me sobra: sosiego y hasta un cierto desapasionamiento.


Tuvo que ser mi amigo D. José Angel Sánchez Asiain, miembro de esta Real Academia,

quien, con sus conocidas dotes de persuasión, me convenciera de la oportunidad

de mi participación. No le faltaba, quizá, razón, cuando me insitía en que quien

ha sido durante catorce años Lehendakari de Euskadi, de los veinte de autogobierno

vasco, tenía la responsabilidad de dejar constancia de su versión de los hechos,

de manera que la suya pudiera contrastarse con las otras que en este mismo foro

habrían de presentarse.


Acepté, pues, la invitación. Quise, sin embargo, aclararle -como ahora quisiera

aclararles a ustedes- que mi categoría de representante político terminó hace

ya más de dos años y que hoy acudo ante esta audencia con la libertad, que es

también limitación, de representarme sólo y exclusivamente a mí mismo. No es,

quizá, lo que ustedes podían esperar, pero es todo lo que yo puedo ofrecerles

en este momento: la experiencia acumulada durante catorce años de Lehendakari

y la reflexión personal que sobre esa misma experiencia he sido capaz de realizar

en estos dos últimos años. Ambas -experiencia ciertamente ajetreada y reflexión

profundamente desapasionada- constituyen el bagaje que su invitación me va a

permitir  transmitirles en esta conferencia.
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En la exposición que sigue he optado por atenerme a la forma del relato. No

será, sin embargo, un puro relato histórico, sino que me permitiré la licencia

de entreverar en él algo de historia-ficción. Reconozco que no es éste, quiz

, el foro más adecuado para hacerlo. Me imagino que ustedes prefieren atenerse,

estricta y rigurosamente, a lo verificable. Yo, que ni soy historiador ni como

tal pretendo hablarles, me permitiré el atrevimiento de adentrarme también en

lo imaginable.


Pienso, además, que el ejercicio de imaginar, al lado del relato de la historia

real, una historia alternativa -esa que, pudiendo haber sido, nunca llegó realmente

a ser- podría no resultar del todo ocioso. Nos permitirá, en primer lugar, descubrir

con mayor claridad el carácter contingente, no determinista, de la historia,

 cosa que no resulta desdeñable en unos tiempos en que la facticidad, el mero

haber ocurrido así y no de otra manera, parece querer imponerse como criterio

absoluto de verdad y de deber.


Nos ayudará, en segundo lugar, a mejor apreciar el sentido de la historia que

realmente ha sido, aunque sólo sea por el hecho de compararla con la que pudo

ser y de obligarnos a indagar en los futuribles que han quedado arrumbados en

el camino. Finalmente, y lo que es, quizá, más importante, nos invitará a prestar

atención, no sólo a lo que ha ocurrido, sino también a su enmendabilidad de

cara al futuro. 

Podremos ver, en consecuencia, gracias a este intento de entreverar historia

real e historia-ficción, que ni todo lo que ha ocurrido ha ocurrido por necesidad,

como si de una fatalidad se tratara, ni que la facticidad de lo ocurrido tiene

categoría  normativa ni que todo lo que vaya a ocurrir en el futuro ocurrir

 irremediablemente como repetición o continuación de lo que ha ocurrido en el

pasado.


Esta pretensión mía resulta especialmente oportuna en el caso que nos ocupa.

Lo que hoy ocurre en el País Vasco y, por extensión, en todo el Estado no es

-creo yo- del agrado de casi nadie. No me refiero   con   esta  afirmación 

-no, al menos, directamente- a la persistencia de un terrorismo que a todos

nos aflige  y repugna. Estoy  pensando,  más bien,   en  el  profundo  desencuentro

-político, primero, pero también cada vez más social y cultural- que ha venido

produciéndose en los últimos tiempos tanto dentro de la  sociedad vasca, entre

sus diversos sectores de opinión, como entre algunos de éstos y la sociedad

española en general. Tal desencuentro nos incomoda -creo yo- a muchos de una

y otra parte. Mi intención, al proponerles este pequeño ejercicio de  entreverar

historia real e historia-ficción, es precisamente la de averiguar si estamos

ante un desencuentro necesario, predecible desde los años -digamos- de la Transición

y abocado, por tanto, a sucederse a sí mismo e, incluso, a ahondarse en el futuro,

o si se trata, por el contrario, de un desencuentro que podía no haberse producido

y susceptible, en consecuencia, de ser enmendado y reconducido, en lo porvenir,

hacia el encuentro.


El punto de partida de mi irreal historia se situaría en los hechos que realmente

ocurrieron durante los años de la Transición y, más exactamente, durante los

dos años que fueron testigos de la culminación de los procesos constitucional

y estatutario, es decir, 1978 y 1979. Podría haberme remontado más arriba en

la historia, concretamente al nacimiento del constitucionalismo español o, cuando

menos, a los desarreglos que se consagran en las disposiciones legales de octubre

de 1839 y de julio de 1876, y que son los que la última Constitución española

trata de enmendar y superar. Pero la delimitación de este ciclo de conferencias

me invita a circunscribir mi exposición al ámbito temporal de los últimos venticinco

años. Dentro de este período, la perspectiva que adoptaré será la del proceso

de encuentro-desencuentro entre el nacionalismo vasco y el constitucionalismo

español a partir de dichos años y hasta nuestros días.
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Comencemos, pues, por el principio. En junio de 1977 el Partido Nacionalista

Vasco decidió comparecer, con sus propias siglas, a las primeras elecciones

democráticas que se celebraban en España tras la dictadura franquista. La decisión

no fue fácil y adquirió connotaciones de alcance histórico tanto para la trayectoria

posterior del propio partido como para el futuro del País Vasco. Tres eran,

a mi entender, las consecuencias transcendentales de aquella decisión, que analizar

 desde la perspectiva de sus posibles receptores o destinatarios.


Por lo que respecta a lo que, en aquel entonces, era el confuso y convulso

mundo del nacionalismo o del abertzalismo en general, el Partido Nacionalista

Vasco dejó claro, con aquella decisión, que emprendía su propio camino autónomo

y que separaba irreversiblemente su estrategia de la de quienes, bajo la dependencia

o, al menos, la fascinación de la llamada "lucha armada" de ETA y desde postulados

de un nacionalismo revolucionario, abogaban a favor de la ruptura. Fue aquélla,

por tanto, una opción que representó una bifurcación irreversible en las vías

que habrían de seguir desde entonces el nacionalismo vasco democrático y el

abertzalismo revolucionario y rupturista.


En lo que se refiere a su propia definición doctrinal, el Partido Nacionalista

Vasco recuperaba, mediante aquella decisión, el  tracto histórico que había

quedado interrumpido con el final de la II República y volvía a situarse dentro

de su tradición pactista. Conocida la historia del nacionalismo vasco, fluctuante

entre sus pulsiones independentistas y pactistas -lo que ha dado en llamarse

"las dos almas del nacionalismo" y  algunos historiadores denominan "el péndulo

patriótico"-, aquella opción se revelaba de transcendental importancia.


Desde un punto de vista más general, el Partido Nacionalista Vasco se alineaba

con los demás partidos democráticos vascos y españoles en la persecución del

objetivo más urgente y prioritario del momento: consolidar, cuanto antes, en

España el sistema democrático y el Estado de Derecho.


La opción -conviene recordarlo en estos momentos presentes- fue sincera y profundamente

meditada. A su adopción contribuyeron razones tanto de convencimiento democr

tico como de memoria histórica y de realismo político. Mencionaré tres, una

de cada uno de los órdenes citados.

 En primer lugar, el ejercicio de la política durante los años de la República,

el posicionamiento frente a la sublevación militar de 1936 y el largo exilio

compartido mano a mano con los otros partidos republicanos y transcurrido en

estrecho contacto con las democracias europeas habían afianzado en el nacionalismo

vasco la adhesión inquebrantable a los valores y a los comportamientos democr

ticos. Cualquier alianza con  fuerzas revolucionarias de corte totalitario quedaba

descartada por principio.


De otro lado, y en el orden de la memoria histórica, el recuerdo de las nefastas

consecuencias que para el nacionalismo y el autogobierno vascos se derivaron

de su ausencia, en 1930, del Pacto de San Sebastián ayudó al Partido Nacionalista

Vasco a evitar cualquier tentación de aislacionismo respecto de las demás corrientes

democráticas españolas. Había que estar entre quienes y con quienes estaban

llamados a configurar el futuro Estado español.


Finalmente, el sentido de la realidad y el pragmatismo, aprendidos a lo largo

de una azarosa historia, convencieron al nacionalismo vasco de la necesidad

ineludible de consolidar, primero, la democracia en el Estado, para proceder,

después, a plantear y negociar sus reivindicaciones nacionales. No cabía pensar

en ninguna alternativa realista que pusiera las reivindicaciones particulares

por encima de la demanda democrática general en toda España.


Los resultados de aquellas primeras elecciones de 1977 se saldaron con un notable

éxito para el PNV, que vio así confirmada la corrección de su apuesta. No era

fácil predecir de antemano, en aquel maremágnum de siglas y proyectos de los

primeros años del posfranquismo, que la memoria histórica se hubiera  preservado

y que el Partido Nacionalista Vasco obtuviera el primer puesto en las preferencias

del electorado casi con el 30% de los votos emitidos. Por otra parte, sus ocho

escaños en aquellas Cortes que se abrían como constituyentes le concedían una

representación nada despreciable y lo situaban en una plataforma muy favorable

para la negociación.


La postura que el nacionalismo vasco iba a defender en el nuevo proceso había

quedado ya clara. En una Asamblea cuasi-constituyente que había celebrado en

marzo de aquel mismo año, 1977, en Pamplona, el Partido Nacionalista Vasco había

fijado sus posiciones doctrinales tanto de cara a las elecciones generales de

junio como con vistas a la elaboración de la futura Constitución. Por primera

vez en su historia, el nacionalismo vasco se disponía a participar en un proceso

constitucional español. Una vez más, y a pesar de las pulsiones radicales que

dejaban sentirse por aquel entonces en el País Vasco, el nacionalismo democr

tico había extraído de su tradición histórica claras lecciones de realismo político.

Así, sin renunciar al horizonte último de la total soberanía, tal y como su

doctrina fundacional  defendía, se decidió, ante la próxima Constitución, por

la estrategia de recuperar la personalidad política de Euskadi mediante la autonomía

en el Estado español. La base para tal reivindicación no sería el Estatuto del

36, sino, más bien, el "derecho histórico" a recuperar una "estructura política

originaria". Tal fundamentación llevaría a la idea de la "reintegración foral

plena" como la fórmula más realista, amén de  más acorde con las reivindicaciones

que el nacionalismo vasco había venido propugnando desde la segunda década del

pasado siglo. Tal fórmula representaba, pues, un acto de reconciliación con

la realidad, de un lado, y un pacto interno dentro del propio partido, de otro.

Las dos almas del nacionalismo, el "péndulo patriótico", siempre habían encontrado

en la fórmula foral el punto de equilibrio. Fue, por tanto, aquélla una opción

por el arreglo y no por la ruptura. Tan firme era, además, la decisión que,

cuando, en el proceso constituyente, se planteó -por parte del único diputado

de la entonces Euskadiko Ezkerra- la fórmula de la autodeterminación, el Partido

Nacionalista Vasco votaría expresamente en contra de ella con una razonada explicación

de voto a cargo de su portavoz.


Por otra parte, la existencia de una "cuestión vasca" y la necesidad de buscarle

un arreglo definitivo no eran asuntos que preocuparan, por aquel entonces, al

Partido Nacionalista Vasco en exclusiva. Todos los partidos del arco parlamentario,

a excepción, quizá, de Alianza Popular y, obviamente, de otros grupúsculos de

la derecha franquista, compartían idéntica preocupación. Era, por tanto, convicción

generalizada la de que, si bien el proceso general de democratización era prioritario,

éste no podría llevarse a cabo sin incluir  el particular de devolución de poder

político a ciertos territorios del Estado y, muy en especial, al País Vasco.


Las cosas, como es sabido, podían haber discurrido de otro modo. No se tuvo

en cuenta el precedente republicano, sino que se optó por un proceso general

de descentralización político-administrativa de todo el Estado. En este punto

podría comenzar mi relato de historia-ficción. Pero no es mi intención iniciarlo

aquí. Independientemente del acierto o del error de esta decisión, así como

de sus consecuencias positivas y negativas, el caso es que la generalización

del proceso autónomico no consiguió -si es que alguna vez lo pretendió- minimizar

la importancia de "la cuestión vasca", sino que, a lo sumo, la situó en un contexto

diferente y, quizá, más complejo y menos manejable.

 No afirmaré yo, por tanto, como han hecho algunos, que, con esa decisión, en

vez de resolver un problema, se crearon diecisiete, pero sí que las cosas adquirieron,

a partir de ella, unas connotaciones desfavorables, al menos desde el punto

de vista del nacionalismo. El alcance de esta opción se dejaría sentir, sobre

todo, en el posterior desarrollo del Estado autonómico, cuando, a su amparo,

se desatarían pulsiones emuladoras -desde las Comunidades Autónomas- y homogeneizadoras

-desde el poder central- que de ningún modo habían sido previstas y desnaturalizarían

buena parte del sentido original del proceso.


La "cuestión vasca" siguió, pues, su curso en el proceso constituyente. Debo

afirmar, además, en justicia con lo que ocurrió en la historia real, que se

tomó con la seriedad y responsabilidad que la situación requería. En este sentido,

no me duelen prendas en reconocer que los representantes políticos de aquellas

Cortes constituyentes se enfrentaron a ella como una auténtica cuestión de Estado

y  pusieron su mejor empeño en resolverla.


Dicho esto, también hay que añadir que se cometieron errores  de bulto. Mencionar

 ahora dos, que, aunque de carácter procedimental, tuvieron una incidencia negativa

en todo el debate constituyente.

 El primero fue la incomprensible exclusión del Partido Nacionalista Vasco 

de la Ponencia Constitucional. Que la rivalidad política de bajo vuelo provocara

esta situación tan desairada respecto de uno de los negociadores imprescindibles

supuso una frivolidad política que tuvo efectos muy negativos en el posterior

devenir de los acontecimientos. Una hebra, de la que no voy a tirar, para tejer

toda una posible trama de historia-ficción, pues resulta difícil de imaginar

que esta exclusión determinara, por sí sola, el rumbo de la historia, aunque

no cabe duda de que su influencia fue enormemente grave y negativa.


El segundo error procedimental, que afecta ya más directamente al núcleo de

los contenidos, tuvo que ver con la torpe negociación de la famosa Adicional

Primera de la Constitución. El ir y venir de personas interpuestas, los avales

y las desautorizaciones sucesivas, los acuerdos alcanzados, primero, no respetados,

después,  y  alterados, finalmente,  de manera unilateral y arbitrista, dieron

al proceso tal carácter de improvisación, de azar y de arbitrariedad que a uno

le queda la fundada sospecha de que, en este asunto tan transcendental, la historia

ficticia del encuentro, que hoy sólo podemos imaginar,  podría muy bien haber

sido la real.  A punto estuvo.


De todos modos, y a pesar de los errores mencionados, la voluntad sincera de

alcanzar un arreglo histórico no puede ponerse en duda. La distinción, introducida

por primera vez en una Constitución española, entre nacionalidades y regiones,

el reconocimiento del derecho foral, las cláusulas derogatorias de las leyes

abolitorias de los fueros y el respeto y amparo otorgados a los derechos históricos

vascos constituyen signos inequívocos de la voluntad de reparar  los errores

cometidos en el pasado y de restablecer las relaciones sobre nuevas bases. Nunca

en el constitucionalismo español -ni quizá en ningún otro- habían irrumpido

con tanto vigor los acontecimientos de la historia como procedimiento constitucional

para enmendar desarreglos producidos también en la historia. Es éste un hecho

que merece reconocimiento y en el que quién sabe si no habrán quedado depositadas

potencialidades aún no del todo exploradas ni explotadas.


No se produjo, sin embargo, el encuentro entre el constitucionalismo español

y el nacionalismo vasco, aunque tampoco se consumó la ruptura total y definitiva.

El nacionalismo vasco prefirió la abstención a pronunciarse en contra de la

Constitución, a la que, con esta actitud, otorgaba el beneficio de la duda.

Una combinación de temor a verse recluido en un aislamiento estéril, de un lado,

y de esperanza en eventuales desarrollos futuros, de otro, fue lo que probablemente

 motivó su decisión. Aprobada, finalmente, la Constitución, el nacionalismo

le ofreció su leal acatamiento.


Llegados a este punto, se hace inevitable la pregunta sobre las causas de este

-llamémoslo- insuficiente acercamiento. Habrá que reconocer, antes que nada,

dos hechos. 

 El primero, de carácter subjetivo, la sinceridad de las partes en la búsqueda

de un arreglo satisfactorio. De la sincera voluntad de que dio muestras el constitucionalismo

español he dado ya testimonio más arrriba. Ahora quiero desmentir las afirmaciones

que se han hecho en torno a una supuesta decisión que el nacionalismo  vasco

tuviera  ya adoptada de antemano de evitar cualquier acuerdo constitucional

con el fin de mantener intacto  su irredentismo. El proceso negociador  y las

manifestaciones expresas del nacionalismo en la Comisión Constitucional dan

fe de  lo contrario.


El segundo hecho, de carácter objetivo, se remite a la dificultad misma del

acuerdo que se buscaba. Las posturas de las partes, tal y como se manifestaron

en el proceso constituyente, eran difícilmente cohonestables. La decisión de

no fragmentar territorialmente la soberanía popular española a duras penas podía

compadecerse con la reivindicación de preservar la soberanía originaria vasca

que el nacionalismo entendía subyacer en los derechos históricos. Había algo

en todo ello de intento voluntarista de cuadrar el círculo, al menos tal y como

se había planteado el debate. A ello me referiré ahora.

Más allá de la sinceridad de las voluntades y de la dificultad objetiva del

asunto, el debate, tal y como se desarrolló, no dejó de tener, en algunos momentos,

 cierto  sabor a  rancio,  como  si  a  todos -constitucionalistas españoles

y nacionalistas vascos- los hubiera retrotraído a conceptos y realidades que,

desde la perspectiva actual de 2001, podrían considerarse trasnochados. La desconfianza

y la sospecha, herederas de desencuentros del pasado, se instalaron en ambas

partes, que recelaban una de otra en torno a la respectiva voluntad de repetir,

un siglo más tarde, la misma historia.

 Los constitucionalistas temían que el nacionalismo vasco  quisiera para Euskadi

una situación de exención constitucional plena, propia del Antiguo Régimen y

de corte claramente "austriacista". Los nacionalistas vascos, por su parte,

sospechaban que, tras cualquier cláusula que hiciera referencia al "marco constitucional"

como ámbito de desenvolvimiento de los derechos históricos, se ocultaban intenciones

como las que, un siglo antes, habían sido amparadas por el famoso "sin perjuicio

de la unidad constitucional de la Monarquía", de la ley de 25 de octubre de

1839, y expresamente defendidas, años más tarde, por Cánovas del Castillo, aut

ntica bestia negra del nacionalismo vasco.


Cabe señalar, de otro lado, que en el fondo de la desconfianza y de la sospecha

se esconde casi siempre un problema de desconocimiento. Vistas las cosas con

más de veinte años de distancia, uno se pregunta si conceptos como "reintegración

foral plena", "derechos históricos" o "soberanía originaria" tenían un significado

unívoco para las partes y, sobre todo, si tales conceptos y sus contrarios habían

sido elaborados con la suficiente y necesaria nitidez por los mismos que los

defendían. Todo el debate adoleció de cierta confusión conceptual, que hoy,

con el paso del tiempo y la investigación académica, quizá haya sido superada.


Así, por ejemplo, para los más jacobinos, la idea misma de la "reintegración

foral plena" no era sino una antigualla del pasado que no tenía cabida en el

constitucionalismo moderno y que, si en él encontrara acogida, debería carecer

de cualquier otro valor que no fuera el de dar satisfacción meramente simbólica

al nacionalismo vasco. Otros, en cambio, los más auténticamente foralistas,

pensaban que el reconocimiento de la foralidad plena significaría, precisamente,

el encaje y anclaje definitivo de los territorios vascos en el Estado español

y la consiguiente constitucionalización del nacionalismo vasco. Había, finalmente,

un tercer grupo, en el que se encontrarían tanto nacionalistas vascos como constitucionalistas

españoles: de este grupo unos esperaban y otros temían, según el caso, que la

"reintegración foral plena" podría interpretarse como la vuelta a una supuesta

"soberanía originaria" y equivaler, de hecho, al reconocimiento constitucional,

a través del tortuoso camino de la historia, del derecho de autodeterminación

de los territorios forales.

En cualquier caso, a la dificultad objetiva del asunto, a la desconfianza entre

las partes y a la deficiente conceptualización de los términos habría que añadir

los condicionamientos que sobre el poder político ejercían, expresa o tácitamente,

otras fuerzas y circunstancias del reciente pasado, respecto de las cuales no

se había producido una ruptura. Piénsese, por ejemplo, en la más que dudosa

propensión al cambio democrático que mostraban importantes sectores de  las

Fuerzas Armadas y que, más tarde, tomaría cuerpo en diversas intentonas golpistas;

en la vinculación de elementos de las Fuerzas de Seguridad con los aparatos,

todavía activos,  del franquismo y en los desmanes cometidos por una ultraderecha

recalcitrante y, en cierta medida, consentida por aquéllos; en la brutal campaña

desestabilizadora que ETA estaba lanzando por aquellos años, a pesar de la generosidad

que el Estado de Derecho había mostrado con la amnistía de 1977; en las dificultades

que se habían manifestado con ocasión de la legalización del Partido Comunista;

y, en otro orden bien distinto de cosas, incluso en la oposición que, con la

Constitución ya elaborada y aprobada, siguió ejerciendo Alianza Popular al concepto

de "nacionalidades" y a todo el Título VIII de la Carta Magna.


Si se tiene en cuenta todo esto, no resulta fácil imaginar una historia-ficción

que, en lo que se refiere al proceso constituyente, se desvíe sustancialmente

de la que realmente ocurrió. Podríamos concluir, por tanto, que las cosas dieron

de sí  lo que pudieron.
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No procede, sin embargo, llegar a la misma conclusión en lo que atañe a lo que

ocurriría a partir de ese momento. Yo, al menos, pienso que, partiendo de la

situación creada con la aprobación de la Constitución, el proceso de las relaciones

entre el constitucionalismo español y el nacionalismo vasco podría haber conducido

hacia un mayor acercamiento en vez de hacia un mayor alejamiento o, al menos,

en vez de hacia el desencuentro que en el momento actual se constata. Cabe,

por tanto, imaginar una historia alternativa para estas relaciones.


De hecho, y pese a su abstención constitucional, el nacionalismo vasco no se

desentendió del proceso, sino que, más bien al contrario, se implicó activamente

en él, participando, desde la posición de liderazgo que las urnas habían vuelto

a concederle, en la elaboración y aprobación del Estatuto de Gernika. Hay que

añadir que, para entonces, desde las elecciones generales de 1979, se había

configurado ya un nacionalismo antiinstitucional, representado por HB, que,

con el 15% de los votos, se erigiría, a partir de esa fecha, en el referente

de la opción rupturista desde planteamientos ideológicos revolucionarios. Muchos

nacionalistas se sentirían atraídos por el señuelo abertzale que tal opción

les mostraba. Este hecho,  indisociable del   terrorismo que a su amparo se

ejercía, se revelaría de transcendental importancia para el futuro. Gracias

a él, la opción estatutaria del nacionalismo democrático adquiría un significado

adicional y decisivo: como si el Partido Nacionalista Vasco hubiera asumido

sobre sí, ante el sector nacionalista de la sociedad vasca, la carga de la prueba

de la corrección de su apuesta y, ante toda la sociedad vasca y española, la

responsabilidad principal en la superación de la violencia y en la plena integración

de la sociedad. Responsabilidad y carga, por cierto, que los demás partidos,

de manera más o menos expresa, también le atribuyeron. Quizá sea precisamente

esa atribución de responsabilidades al nacionalismo lo que está siendo cuestionado

en estos momentos por parte de algunos constitucionalistas, que ven ahora en

el nacionalismo, más que un socio imprescindible, un compañero incómodo y hasta

un obstáculo para la normalización y la pacificación del país. Pero de esto

hablaré más adelante.


Estaba claro, en cualquier caso, que el proceso hacia un eventual reencuentro

entre el constitucionalismo español y el nacionalismo vasco había de identificarse

con el del Estatuto y su desarrollo. Los pasos que se dieron, además, en esa

dirección fueron importantes. No se trata de hacer aquí un recuento detallado

de todos ellos. Yo, como nacionalista, me detendré en subrayar los que al nacionalismo

corresponden y, como Lehendakari que fui durante catorce años, los que se produjeron

a lo largo de mi mandato. No seré, por otra parte, prolijo en datos y fechas.

Señalaré, más bien, los grandes trazos por los que los hechos discurrieron.


Cuando en enero de 1985, por mor de la crisis interna de mi Partido, tuve que

hacerme cargo de la Presidencia del Gobierno, la gran prioridad política consistía

en asegurar la estabilidad institucional. El único modo de lograrlo pasaba por

establecer algún tipo de alianza con el Partido Socialista de Euskadi. Así lo

hice, primero, mediante un pacto parlamentario y, tras las elecciones anticipadas

de 1986, a través de un gobierno de coalición. La situación de coaliciones gubernamentales

entre  nacionalistas y socialistas se prolongaría, con una breve interrupción

en 1991, hasta el año 1998.


Hacer de la necesidad virtud es un criterio que orienta, muchas veces, el quehacer

político. Pues bien, esos dos hechos que acabo de mencionar, a saber, la crisis

y posterior escisión del Partido Nacionalista Vasco, de un lado, y las coaliciones

institucionales entre nacionalistas y socialistas, de otro, fueron la necesidad

que propició la virtud de la política vasca a lo largo de más de un decenio.

El primero -el de la crisis interna- obligó al Partido Nacionalista Vasco a

realizar una profunda reflexión  -en las Asambleas de Cestona y del Teatro Arriaga

de los años 1987 y 1988-, de la que salió reforzada su tradición más pactista

y que le propició su posterior remontada electoral frente al continuo declive

del partido escindido. El segundo hecho -el de las coaliciones institucionales-

supuso una prolongada e intensa convivencia gubernamental entre personas y programas

que, al representar las dos sensibilidas nacionales del país, provocó una distensión

ideológica que se dejó sentir favorablemente en la propia sociedad. Fueron los

años en los que el Estatuto se proclamaba  en Euskadi como auténtico lugar de

encuentro de la inmensa mayoría de los vascos y el discurso político estaba

plagado de referencias a la pluralidad, al entendimiento y a la cohesión social.


En ese período, el nacionalismo democrático, representado principalmente por

el Partido Nacionalista Vasco, pasó a ocupar el centro de la actividad política

del país, revelándose capaz de entablar relaciones y alianzas con todas las

fuerzas democráticas en todos los niveles institucionales. Sin dejar de mirar

hacia el exterior, es decir, hacia los poderes centrales del Estado, en busca

de un desarrollo consecuente del Estatuto, fijó, sobre todo, la mirada en el

interior de la sociedad vasca, haciéndose cargo de su enorme complejidad y tejiendo

redes de entendimiento y de complicidades que aseguraron una cada vez más sólida

cohesión social. Se hicieron y consolidaron entonces los grandes pactos en materia

educativa, lingüística y cultural.


Quiero reivindicar, en este contexto,  el carácter  auténticamente  político-

en el sentido más noble del término- de los gobiernos de coalición que funcionaron

en este período. Se ha querido, a veces, minusvalorar su significado, calific

ndolos despectivamente de meros "gobiernos de gestión". Tras este calificativo

se oculta una lamentable confusión entre política e ideología. Más adelante

me referiré a esto. Ahora quiero sólo señalar que aquellos gobiernos contribuyeron

decisivamente, entre otras cosas, a superar la tremenda crisis económica que

asolaba al país, a inyectar altas dosis de cofianza en una sociedad  profundamente

deprimida, a integrar política y socialmente una comunidad siempre amenazada

 de fragmentación, a elaborar una política unitaria, unánime, de normalización

y pacificación. Esos gobiernos hicieron,  pues,  política de verdad. Y la hicieron

precisamente porque supieron distinguirla de la ideología y situar esta última

en  el lugar que le corresponde. 


El gran hito de esta larga década -que fue, a la vez, la causa y el efecto

más visibles de la política desarrollada- lo marcó, sin duda, el Acuerdo de

Ajuria-Enea de enero de 1988. Su nombre completo contiene, no por casualidad,

las dos grandes aspiraciones del momento: la normalización y la pacificación.

Juntas, aunque sin mezclarse, apuntaban certeramente a los dos problemas estructurales

que tiene planteados el país: la consolidación de un ámbito estable de convivencia

democrática y la superación del terrorismo. Recordemos lo que sobre estos asuntos

se decía.


La normalización se fiaba, como no podía ser menos, al "pleno y leal desarrollo

de todos y cada uno de los contenidos del Estatuto...de conformidad con los

principios  que lo inspiraron y  respetando su singularidad". El Estatuto  -en

palabras del Acuerdo- "representa la expresión de la voluntad mayoritaria de

los ciudadanos vascos", por lo que "la definitiva normalización" del País pasa,

necesariamente, por "su asunción o acatamiento". Al mismo tiempo, se recuerda

 la legitimidad que asiste a la sociedad vasca tanto para decidir su reforma

por los procedimientos en él contemplados como para "reivindicar cualquier derecho

que, de acuerdo con las Disposiciones Adicional Primera de la Constitución y

Unica del Estatuto, le hubiera podido corresponder". El respeto, por tanto,

de la voluntad popular  de la sociedad vasca y su libre ejercicio desde el marco

mayoritariamente aprobado constituyen  condición necesaria para la normalización

del país.


La pacificación, por su parte, supone, como punto de partida, un diagnóstico

común de todos los partidos democráticos respecto de la auténtica naturaleza

de la violencia de ETA. El Pacto de Ajuria-Enea la define, desde su mismo encabezamiento,

como "la expresión más dramática de la intolerancia y el máximo desprecio de

la voluntad popular". Al poner, por tanto, la violencia en relación directa

e inmediata con la intolerancia antidemocrática, y no con ningún conflicto político

no resuelto de carácter nacionalista, el Pacto abre la puerta a la unidad de

todos los demócratas frente a ella, sean aquéllos vascos nacionalistas o vascos

no nacionalistas. Es la democracia, y no ésta o aquella opción política, la

que está directa e inmediatamente concernida por el terrorismo.


A partir de este diagnóstico común, la pacificación implica, antes que nada,

el compromiso del Estado de Derecho en la defensa de las libertades ciudadanas

 mediante la utilización de todos los medios legítimos que este último tiene

a su alcance. Asimismo, y habida cuenta del déficit de integración política

que padece el País Vasco, se apela a la legitimidad de la defensa y eventual

aceptación de cualquier proyecto político que se propugne por métodos pacíficos

y democráticos (art.8), y se apoya la integración en el sistema,  por las vías

de la reinserción y el diálogo, de quienes hayan decidido abandonar los procedimientos

violentos (arts. 9 y 10).


Pero, más allá de las medidas concretas que contiene, por eficaces que éstas

sean, el Acuerdo de Ajuria-Enea constituye, en su misma esencia, un acto de

legitimación de las instituciones democráticas de que la ciudadanía vasca se

ha dotado y de radical deslegitimación de quienes, de manera antidemocrática

y totalitaria, se oponen a ellas mediante la violencia. Por decirlo en pocas

palabras, la violencia no podrá conseguir nada de la democracia mediante la

presión de su ejercicio ni podrá ser recompensada por ella mediante la coartada

de su abandono. La violencia queda excluida del ámbito democrático, en el que

sólo cabe el diálogo, la negociación y el acuerdo entre los representantes de

la voluntad popular.

Estos principios relativos a la normalización y a la pacificación, tan evidentes

cuando se formularon y tan evidentes también hoy si se aplican a qualquier contexto

que no sea el  del País Vasco, inspiraron durante años la actividad política

vasca y transmitieron a la sociedad un profundo sentimiento de seguridad y de

cohesión. La política vasca pudo ejercerse con normalidad, a pesar de que perviviera

el terrorismo.  Desde este punto de vista, el  proceso caminaba hacia el reencuentro.

X X X

¿Qué es, entonces, lo que ha ocurrido para que ese proceso, que parecía tan

bien encauzado, se haya visto interrumpido y  para que lo que pudiera haber

sido historia real se haya hecho hoy historia-ficción? 

La respuesta no es sencilla, por mucho que algunos pretendan simplificarla y

convertirla en un burdo relato de buenos y malos, de leales constitucionalistas

 y de nacionalistas vascos de dudosa democraticidad. No resulta fácil, en el

panorama tan simplista que hoy contemplamos, introducir matices y complejidad.

Pero, aun a riesgo de ser tachado de  tibio y equidistante -por ambos lados,

por cierto-, trataré de dar mi versión de por qué lo que pudo ser no ha llegado

a ser. Al menos, de momento.


Repasemos, en primer lugar, lo que ha ocurrrido con el Estatuto, cuyo pleno

y leal desarrollo era, como decíamos, la condición necesaria para la normalización.

Comenzaré diciendo que, gracias al Estatuto, Euskadi goza hoy de un nivel de

autogobierno incomparable con el de cualquier otro territorio de la Unión Europea.

Quede ahí mi sincero reconocimiento del hecho, y sirva tal reconocimiento de

respuesta a quienes utilizan  ese argumento para demostrar la supuesta insaciabilidad

del nacionalismo vasco.


La cuestión, sin embargo, no gira en torno a la cantidad de autogobierno que

Euskadi disfruta gracias al Estatuto. La auténtica pregunta a responder es si

esa cantidad, por abultada que sea -y lo es-, se corresponde con la que debería

haber sido, sólo si la Constitución y el Estatuto se hubieran desarrollado "plena

y lealmente...de acuerdo con los principios que lo(s) inspiraron y respetando

su singularidad". A esta cuestión, que para mí es clave, yo, con la experiencia

 que he acumulado a lo largo de catorce años de lehendakari, debo responder,

con toda franqueza, que no. No es esto lo que habíamos esperado ni de la Constitución

ni del Estatuto.


No voy a hacer un relato pormenorizado de agravios. Me limitaré a los que yo

considero defectos estructurales en el proceso de desarrollo estatutario, los

cuales son, más que las transferencias concretas, los que han creado en el nacionalismo

 vasco un profundo sentimiento de frustración.


En el primer año de autogobierno, por la urgencia compartida entre el poder

central y el autonómico de dotar al País Vasco de competencias, se produjo un

rápido desarrollo del Estatuto. Las dificultades en la negociación podían considerarse

las inherentes a un proceso innovador, carente de precedentes históricos y profundamente

transformador de las estructuras del Estado.


En los años 1981-1982, sin embargo, es decir, a tres años escasos de la aprobación

de la Constitución y a dos de la del Estatuto, se produce ya, en los poderes

centrales del Estado, una clara involución en lo que se refiere al desarrollo

del proceso autonómico. Sea por efecto de las inquietudes que a este respecto

se suscitaron a raíz del fallido golpe del 23 de febrero de 1981, sea por el

temor al eventual desorden institucional que podría provocar una descentralización

autonómica no bien pensada cuando se generalizó el proceso en la Constitución,

sea por ambas cosas a la vez, el caso es que los dos grandes partidos de ámbito

estatal -la UCD desde el gobierno y el PSOE desde la oposición- pactan poner

orden en el proceso y aprueban, en contra de la opinión de muchos expertos,

la Ley Orgánica de Armonización del Proceso Autonómico, vulgarmente conocida

como LOAPA. Tan radical y arbitraria era la reconducción a la que quisieron

someter el desarrollo del Estado de las Autonomías que el Tribunal Constitucional

se vio obligado a frenarla. La Ley fue declarada inconstitucional en  sus artículos

más sustanciales.


Muerta, sin embargo, la letra, sobrevivió el espíritu. A partir de aquel momento,

lo que realmente ha ocurrido tiene muy poco que ver con lo que podía haber ocurrido.

La historia real y la historia-ficción se bifurcan. Se multiplican leyes de

bases claramente abusivas, que embridan el ejercicio de  competencias ya transferidas.

Se paralizan transferencias que, aun estando previstas en el Estatuto, no encajan

con el diseño arbitrariamente pactado para el Estado. Se procede a nivelar las

competencias de todas las Comunidades de acuerdo con un criterio paraconstitucional

de homogeneización. Se adopta tácitamente el principio de que todo lo que no

es declarado abiertamente inconstitucional es lo único constitucional posible,

reduciendo, de este modo, el margen de maniobra de la Constitución y cercenando

cualquier interpretación alternativa. El propio Tribunal Constitucional, enfrentado

a cuestiones tan delicadas y espinosas como la de la actualización de los derechos

históricos, opta por sentar la doctrina más restrictiva, aherrojando en la m

s despreciable marginalidad cualquier lectura discrepante (sentencias de 1988

y 1993).


En este ambiente doctrinal, tanto la Disposición Adicional Primera de la Constitución

como la Unica del Estatuto, que habían sido decisivas para evitar, en el primer

caso, el voto negativo y alcanzar, en el segundo, el aprobatorio del nacionalismo

vasco -así como las Disposiciones Derogatorias de la misma Constitución-, se

ven reducidas, en la práctica, a meras declaraciones retóricas, carentes de

cualquier contenido normativo. La singularidad de la autonomía vasca, que habría

podido consistir en el reconocimiento de "un modo peculiar de estar Euskadi

-como sujeto político diferenciado-  en el Estado", se reduciría ahora, sólo

y exclusivamente, al Concierto Económico y a los aspectos lingüisticos, asuntos

ambos que también se ven cuestionados con frecuencia. La idea que el nacionalismo

-y no sólo el nacionalismo- se había hecho, fundadamente, de lo que, en virtud

de la Constitución,  iba a ser el Estado y la inserción de Euskadi en él se

difumina, se altera, se esfuma.  E incluso quienes en su día compartieron y

fomentaron esa interpretación abierta y flexible de la Constitución atribuyen

hoy la decepción nacionalista a su tópico victimismo irredento.


En un plano más concreto, pero con este mismo transfondo conceptual, la negociación

de las transferencias adquiere tintes abiertamente mercantiles. Las competencias

no se transfieren porque así lo dispone el Estatuto, sino que se negocian, en

el sentido más comercial del término, cuando razones de política coyuntural

lo aconsejan. Así, por ejemplo, la competencia de Universidades se transfiere

cuando y porque se firma, en 1985, el Pacto de Legislatura para el Parlamento

vasco entre nacionalistas y socialistas; lo mismo ocurre, en 1987, con el INSALUD

y el INSERSO con ocasión de la primera coalición gubernamental entre los mismos

partidos; o con las sucesivas liquidaciones del Cupo y la incorporación del

IVA al Concierto Económico, aprovechando pactos que nada tenían que ver con

el Estatuto y su desarrollo; la historia vuelve a repetirse con la renovación

del Concierto Económico, cuando se pacta entre populares y nacionalistas el

apoyo de estos últimos a la investidura del Presidente Aznar en 1996. Poco importa

para el proceso que el Parlamento vasco, con el voto de nacionalistas y no nacionalistas,

definiera en 1995 la lista de materias que quedaban por transferir, así como

los criterios de valoración para su transferencia. El mercadeo y el interés

político priman sobre cualquier otro criterio.

 Esta especie de chalaneo constitucional y estatutario quiebra la confianza

del nacionalismo vasco en los poderes del Estado y reaviva los recelos que ya

en su día se manifestaron con ocasión de la frustrante experiencia del proceso

constituyente. En el nacionalismo o, al menos, en esa parte de él que siempre

se ha sentido fascinada por la opción soberanista, se ahonda la duda sobre la

corrección de la apuesta realizada. Comienzan  así a oírse voces, a partir de

la segunda mitad de la década de los 90, que hablan del agotamiento de la solución

estatutaria, de la necesidad de superarla y de la búsqueda de otras alternativas

de normalización. El sector pactista del nacionalismo empieza a sentirse tambi

n frustrado y, además, desarmado de argumentos ante tales posiciones.

   
 Desde el lado de los constitucionalistas, la frustración del nacionalismo

vasco nada tendría que ver con un deficiente proceso de desarrollo estatutario,

sino que sería atribuible a su propia naturaleza insaciablemente reivindicativa

y a su histórica resistencia a comprometerse con el Estado. No se toman, por

tanto, en consideración -o, al menos, no con la debida seriedad- las denuncias

que el nacionalismo vasco reitera en torno a las deslealtades que, a su juicio,

vienen cometiéndose con el Estatuto ni se concede la debida importancia a los

repetidos avisos que envía sobre las negativas consecuencias que tal proceder

puede llegar a acarrear. Yo podría aceptar, a este respecto, que ciertas manifestaciones

del nacionalismo, que parecerían más dirigidas a desbordar el Estatuto que a

legitimarlo y consolidarlo, hayan podido dar pie a algunas de estas reticencias

del constitucionalismo.

 En paralelo, la misma crisis que afecta al proceso de normalización incide

también en el de pacificación. En Euskadi, la violencia de ETA y la disidencia

radical de quienes la apoyan ejercen un efecto distorsionador sobre toda la

política. Nada es plenamente explicable sin tenerlas en cuenta. Así, el Acuerdo

de Ajuria-Enea comienza también a fragmentarse por el lado de la pacificación.


Ya fue un golpe notable a la confianza entre los partidos el descubrimiento

de la quiebra del Estado de Derecho que se había producido en la lucha contra

el terrorismo durante los primeros gobiernos socialistas. La sospecha de que

altas instancias gubernamentales se encontraban tras las ilegítimas actividades

de los GAL fue convirtiéndose en certeza en los procedimientos judiciales. Por

otra parte, la judicialización de este  aspecto de  la lucha antiterrorista

sería utilizada sin escrúpulos por el Partido Popular para desgastar la credibilidad

del gobierno socialista y preparar su propio acceso al poder. La ilegitimidad

misma de los hechos y su utilización partidaria comenzaron a fraguar la crisis

definitiva del Acuerdo de Ajuria-Enea. La confianza entre los partidos, base

del acuerdo, había quebrado.

 Además, en el Congreso celebrado en febrero de 1993, el Partido Popular había

aprobado una ponencia antiterrorista que definía, unilateralmente, dos líneas

de acción frontalmente contradictorias con el Acuerdo de Ajuria Enea: la del

cumplimiento íntegro de las penas, es decir, el  no a la reinserción, y el rechazo

de cualquier final dialogado. Los puntos 9 y 10 del Acuerdo quedaban  invalidados.

De este modo, desde 1993 a 1996, la lucha antiterrorista entró de lleno en la

batalla que el Partido Popular libraba para desalojar a los socialistas del

poder.


Como consecuencia, por tanto, de lo que se consideraba política desleal en

el desarrollo estatutario y de la quiebra objetiva del Acuerdo de Ajuria-Enea

en lo referente a la pacificación  -con la paralización casi total del funcionamiento

de la Mesa, que queda casi reducida a una plataforma desde la que convocar manifestaciones-,

el nacionalismo comienza a sentirse legitimado para defender las nuevas tesis

que habían ido desarrollándose en su seno y emprender nuevas iniciativas. En

febrero de 1997 así lo anuncia públicamente el Partido Nacionalista Vasco.


Conviene recordar, a este respecto, que, a partir de diciembre de 1993, con

la Declaración de Downing Street, había comenzado a conocerse el proceso abierto

en el Reino Unido y la República de Irlanda para alcanzar la paz en el Ulster.

Asimismo, israelíes y palestinos habían iniciado, por el mismo tiempo, sus conversaciones

de Oslo. Ambos procesos causan gran impacto en el nacionalismo, que  ve en ellos

modelos aplicables al caso vasco, sobre todo en lo que respecta a la solución

dialogada de los conflictos de carácter nacional. A su vez, la pretensión del

nacionalismo vasco de aplicar en Euskadi modelos foráneos provoca un rechazo

total por parte de los partidos de ámbito estatal y, muy particularmente, por

parte del Partido Popular, con el que, por cierto, el Partido Nacionalista Vasco

mantenía, por entonces, un pacto parlamentario en las Cortes a raíz de la investidura

del  Presidente Aznar en 1996.


En este contexto de  profunda división, y como último intento de evitar el

total desmantelamiento del Acuerdo de Ajuria-Enea, presento yo, en enero de

1998, el documento que ha venido en llamarse Plan Ardanza. Su objetivo no era

tanto diseñar un plan de paz cuanto recuperar el consenso de los partidos democr

ticos en torno al asunto que más los dividía: el final dialogado de la violencia

contemplado en el punto 10 del Acuerdo. Pero, para entonces, las cosas habían

ido demasiado lejos. El Partido Popular se había convencido de la posibilidad

de la derrota policial de ETA y el nacionalismo no veía otra solución que la

del diálogo.  El Partido Popular se niega,  no ya a aceptar el  documento -cosa

que nadie le pedía-, sino incluso a tomarlo en consideración para su debate.

El Partido socialista, que considera el documento positivo y válido como único

punto de partida para el debate, se ve obligado, sin embargo,  por razones llamadas

de Estado, a secundar, en el último momento, la postura popular aun en contra

de su propio criterio. El nacionalismo declara que, ante tal situación, seguiría

su propio camino hacia  la  pacificación.  La  del 17 de marzo de 1998 fue la

última reunión de la Mesa de Ajuria-Enea. A partir de entonces, los caminos

se bifurcan irremisiblemente.


El nacionalismo democrático decide, efectivamente, explorar la vía del diálogo

y la negociación con el  abertzalismo radical en busca de un acuerdo que propiciara

el final de la violencia de ETA. Era un intento sincero de paz. Se saldó, adem

s, al menos en un primer momento, con un aparente éxito. En septiembre de 1998,

tras el Acuerdo de Lizarra, ETA declaraba un alto el fuego unilateral e indefinido.

Para conseguirlo, el nacionalismo, apartándose de lo establecido en el Acuerdo

de Ajuria-Enea, que ya consideraba periclitado, había vuelto a un diagnóstico

de la violencia etarra en términos de "expresión de un conflicto político irresuelto",

en vez  de tratarla como "la manifestación más dramática de la intolerancia

antidemocrática". Se dejaba entrever, por tanto, un sesgo nacionalista en el

planteamiento. ETA y HB se encargaron de explicitarlo: no era aquello un proceso

de paz -dijeron-,  sino de construcción nacional.De este modo, el alto el fuego,

que podía haber iniciado un período de diálogo y distensión, inauguró otro de

profunda confrontación entre nacionalistas y constitucionalistas, que vieron

en todo ello un movimiento ventajista del nacionalismo democrático, dirigido

a obtener del terrorismo y su final beneficios políticos 

Roto el alto el fuego, el terrorismo volvió y continúa con una saña, si cabe,

más despiadada, y la confrontación política, lejos de amainar, ha arreciado.

El desencuentro entre el constitucionalismo español y el nacionalismo vasco

parece, de momento, consumado. Las posturas han vuelto a situarse donde se encontraban

antes del Acuerdo de Ajuria-Enea, cuyos principios parecen no satisfacer ya

a ninguno de sus firmantes. Prueba de ello es que quienes más dicen defenderlo

todavía, en vez de optar por ratificarlo, han decidido firmar otro pacto, que

se aleja bastante de los contenidos del de Ajuria-Enea.

Los acontecimientos de estos dos últimos años merecerían un análisis pormenorizado.

Temo, sin embargo, que ni la cercanía de los hechos ni el ambiente preelectoral

en que nos encontramos constituyan las circunstancias más adecuadas para abordarlo

con la debida objetividad. Cualquier reflexión mía sobre el reciente pasado

no sería, en estos momentos, constructiva y estaría expuesta a manipulaciones

interesadas por razones electoralistas. Más útil me parece, por tanto, dirigir

la mirada hacia el futuro y reflexionar, más que sobre el pasado, sobre cómo

salir de él. Esto es, al menos, lo que a mí me preocupa.

